
 

 

 La aplicación del Reglamento (CE) 1224/2009 del Consejo, de 20 de diciembre, y sus 

normas de desarrollo, esencialmente el Reglamento de Ejecución (UE) 404/2011 de la 

Comisión, han supuesto, desde el punto de vista de la Administración española, un 

significativo avance en el ámbito del control  pesquero en la Unión Europea durante sus cinco 

años de vigencia, situándose probablemente a la cabeza mundial en la materia. Sin embargo, 

también es importante destacar que debido a su complejidad y ambición es claro que no 

todos los elementos establecidos en el mismo han sido desarrollados al mismo nivel y, más 

importante si cabe, hay que considerar que el esfuerzo de las Administraciones nacionales, 

junto con el sector pesquero, ha sido muy notable para adaptarse a las nuevas exigencias. 

 

Este esfuerzo es especialmente destacable en áreas como el desarrollo e 

implementación de las nuevas tecnologías, tales como el Diario Electrónico y el ERS, que han 

supuesto importantes inversiones económicas y técnicas para las Administraciones, y 

adaptación por parte del sector pesquero. Está claro que los desarrollos técnicos, útiles para 

incrementar las actividades de vigilancia, monitorización y control pesquero, necesitan 

amplios periodos de desarrollo y pruebas, antes de que se considere que están en pleno 

funcionamiento, y no debemos olvidar que también tienen su periodo de caducidad. 

  

Además, durante sus ya más de cinco años de vigencia, se han constatado algunos 

elementos que suponen verdaderas dificultades de aplicación práctica, sin que se pueda 

considerar que su modificación futura de la manera adecuada menoscabe los objetivos y 

principios generales de control. En definitiva, la Administración española considera necesario 

que, a pesar de los aspectos horizontales que lo marcan, debe encontrarse un mejor equilibrio 

entre la proporcionalidad de las medidas y la seguridad de mantener el control necesario, 

fundamentalmente en relación con elementos como la dimensión de los buques y el 

conocimiento de las pesquerías asociadas. 

 

Así, como ya se mencionó en la reunión mantenida en Madrid el pasado 26 de febrero, 

estas, entre otras, son algunas de las propuestas preliminares de la Administración española, 

de cara a una futura modificación del Reglamento: 

 

 

 

 

- En relación con el sistema de localización de buques (VMS) y el Diario Electrónico, 

se considera necesario establecer una excepción para que algunos buques 



 

 

obligados a dicho dispositivo puedan salir a la mar durante un periodo de tiempo 

en caso de avería. Se propone que esta medida se pueda aplicar a buques de 

pequeña dimensión, con mareas diarias, que sufren un enorme perjuicio 

económico por no poder salir durante días hasta que los dispositivos se reparan, o 

buques con un historial de cumplimiento elevado, pero siempre que esta 

excepcionalidad tenga un margen muy limitado en el tiempo. Lógicamente durante 

ese periodo los buques transmitirían la información de su actividad y localización 

por medios alternativos, como hacen actualmente cuando la avería ocurre en la 

mar. 

- En relación con el artículo 14.3, se ha demostrado que el margen de tolerancia 

establecido horizontalmente en el 10% no resulta adecuado en determinadas 

pesquerías, en las que, sin claramente existir ninguna intencionalidad por parte de 

los capitanes (vinculado especialmente a la obligación de cumplimentar el Diario 

Electrónico antes de la entrada en puerto), los buques son sancionados por no 

cumplir con el mismo. Se propone que este margen se modifique para únicamente 

algunas pesquerías como la artesanal de atún rojo (con capturas individuo a 

individuo), mixtas en el Mediterráneo (capturas muy pequeñas de numerosas 

especies en la misma marea) o pesquerías de gran dimensión como la de túnidos 

tropicales o capturas de grandes ejemplares o accesorias (fletán blanco en NAFO), 

bien incrementando el % del 10%, o bien estableciendo simultáneamente un 

número de kg en volumen. 

- En relación con el artículo 17 y la notificación previa, existen algunas dificultades: 

 Definición de las flotas afectadas, puesto que en la versión española del 

Regalmento el término buques dedicados a la pesca de poblaciones sujetas a 

un plan plurianual plantea dificultades en los buques que realizan pesquerías 

variadas, incluso con el mismo arte de pesca, a lo largo del año. 

 Periodo de antelación para realizar dicha notificación previa. Las 4 horas 

establecidas, aunque pueda plantearse un tiempo inferior y ser aprobado por 

Decisión de la Comisión, resulta insuficiente para muchas flotas artesanales 

que faenan muy cerca de la costa y los puertos de descarga, y para las que 

permanecer en la mar el tiempo establecido supone riesgos de seguridad. Se 

propone la posible eliminación o flexibilidad de esta obligación para los buques 

que faenen dentro de las 12 millas del mar territorial, determinada eslora y 

cuando sus capturas no superen un determinado volumen de las especies 

señaladas. 



 

 

 La responsabilidad del Estado de pabellón en el envio de la notificación previa 

a través del sistema ERS ha supuesto en algunos casos problemas para la 

flota, que aunque ha enviado dicho mensaje por su Diario Electrónico, depende 

del buen funcionamiento del Centro de Seguimiento de su pabellón para que 

esto se envie correctamente al Estado de puerto. 

- En relación con el artículo 20 y las operaciones de transbordo, conviene aclarar en 

su punto 3 algunas operaciones que no son transbordos pero que a veces pueden 

ser así consideradas. Nos referimos a las capturas realizadas por la flota de cerco, 

en las que la red no se ha izado a bordo, pero dichas capturas, realizadas por un 

solo buque, pueden ser aprovechadas mediante salabardeo directamente de la red 

por parte de varios buques.  

- En relación con el artículo 37 y medidas correctoras, es necesario establecer 

claramente los mecanismos compensatorios, puesto que los casos que se pueden 

y de hecho se han dado, implican posibilidades de pesca vinculadas a 

Organizaciones Regionales de Pesca donde no existen flexibilidades interanuales. 

Así, se da el caso de que un Estado miembro pueda no ser compensado con 

posibilidades de pesca que se detraigan de otro Estado miembro, al  no existir 

finalmente ningún sobrepasamiento de las posibilidades de pesca asignadas a los 

Estados miembros individualmente (en parte debido a que los cierres de las 

pesquerías se basan en capturas estimadas en el momento del cierre, y no las 

realmente verificadas posteriormente en puerto).  

- En relación con el artículo 55, dentro de la proporcionalidad señalada, la pesca 

recreativa se configura como una actividad creciente en la actualidad y en el futuro, 

con lo que se considera que para su control se podrían establecer algunas 

medidas de refuerzo.  

- En relación con el artículo 60 y el pesaje de las capturas, por una parte su punto 5 

debe ser modificado claramente, en el sentido de que no es posible que la nota de 

venta deba contemplar el peso de las capturas según el pesaje que se haya 

realizado en el puerto de descarga, fundamentalmente en aquellos transportes que 

suponen varios días y cientos de kilómetros. 

- En relación con el artículo 68 y los documentos de transporte, claramente la 

experiencia demuestra que la responsabilidad de la emisión y transmisión de los 

documentos de transporte no puede recaer en el transportista, normalmente un 

operador no especializado en el ámbito pesquero y con desconocimiento de la 

normativa. Sin eliminar en absoluto la obligación de que el pescado vaya 

acompañado por este documento, se considera necesario trasladar esta 



 

 

responsabilidad a otros operadores, por ejemplo la empresa armadora, mucho más 

adecuado dado que el pescado, al no existir primera venta, es de su propiedad, y 

puede informar de su destino de primera venta. 

- En el ámbito del título VII, se considera recomendable que fundamentalmente 

cuando se realizan inspecciones fuera de las aguas del Estado miembro inspector, 

este se asegure de que sus inspectores manejen con fluidez el idioma oficial del 

área donde van a realizar las actuaciones, para facilitar y mayor seguridad jurídica 

de los inspeccionados, sin perjuicio obviamente de la responsabilidad principal del 

Estado costero.  

- Se considera que puede ser recomendable establecer algunas indicaciones 

mínimas sobre obligaciones como Estado de pabellón a efectos de control. 

 

 

 

   


